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Discusión PDL Salario Mínimo 

Informe Técnico - Fundación Instituto de Estudios Laborales - CUT 

 

Contexto: la negociación con el Ejecutivo se ha cerrado sin acuerdo 

La Central Unitaria de Trabajadores (CUT) presentó al Gobierno una propuesta de reajuste del 

salario mínimo orientada a sostener la política salarial de avance progresivo del último ciclo, 

reconociendo la deuda estructural del país en materia de suficiencia. En la reunión sostenida el 28 

de abril de 2026, el Ministro del Trabajo ofreció un reajuste del 4%, equivalente a un alza nominal 

de $21.560 sobre el salario mínimo vigente ($539.000), justificada como cobertura del IPC futuro 

proyectado. 

La oferta del Ejecutivo no fue acompañada de espacio para discutir variables no salariales 

—reactivación operativa del Observatorio de Ingresos y Costo de Vida, eliminación del IVA a 

medicamentos, reactivación del Bolsillo Familiar Electrónico, reajustabilidad por IPC en 

negociación colectiva, medidas de apoyo a la PYME— ni de disposición a moverse desde el 4%. La 

CUT considera esta posición incompatible con la magnitud del problema social que pretende 

abordar la política del salario mínimo. La negociación finalizó sin acuerdo. 

A partir de esta fecha, la discusión se traslada al Congreso. El Ejecutivo deberá enviar un proyecto 

de ley de reajuste, conforme al artículo 6 de la Ley N° 21.578, y será en sede legislativa donde se 

decidirá el nivel de ingreso que recibirán cerca de un millón de trabajadoras y trabajadores que se 

rigen por el salario mínimo, y donde se determinará si el país mantiene la lógica de avance gradual 

de la política salarial o si la quiebra. Este documento entrega a las y los parlamentarios el conjunto 

de antecedentes técnicos para sustentar esa decisión. 

Ejes del informe 

Las y los parlamentarios encontrarán en este documento un desarrollo argumental de los siguientes 

ejes, que la CUT pone a disposición para sustentar el debate legislativo: 

•​ 1. La narrativa del empleo no resiste la evidencia. Los estudios del BID (enero 2026) y 

del Banco Central (IPoM septiembre 2025) coinciden en que el ciclo de alzas reales del salario 

mínimo (≈20% real entre 2022 y 2025) tuvo efectos sobre el empleo formal acotados, 

focalizados y no concluyentes a nivel agregado. La caída estimada en la creación de empleo es de 

0,2% a 0,4%; más del 99,6% del empleo formal no se vio alterado. 

•​ 2. Suficiencia: cambiar el paradigma de la pobreza. La metodología 2024 del MIDESO 

distingue entre hogares arrendatarios y no arrendatarios. La línea de pobreza familiar de 3 

personas arrendatarias es $796.256, casi 50% por encima del umbral no arrendatario. Cuatro de 

cada diez hogares chilenos paga arriendo o dividendo cada mes. 

•​ 3. Brecha entre el salario mínimo y la suficiencia. El IMM líquido sin gratificaciones 

($438.207) está $98.483 por debajo de la línea de pobreza no arrendataria de 3 personas y 

$358.049 por debajo de la arrendataria. La oferta del Gobierno (4%) no cierra ninguna de estas 

brechas. 
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•​ 4. Endeudamiento como puente entre ingresos y costo de vida. El endeudamiento de 

los hogares pasó de 39,3% del PIB (2013) a 47,3% (1T 2025), y casi el 55% reporta gastos 

mayores que sus ingresos disponibles. El bajo salario es la causa, no el efecto, de la fragilidad 

financiera de las familias trabajadoras. 

•​ 5. Calibración de la propuesta. La CUT propone una trayectoria escalonada que en cuatro 

años permita alcanzar un ingreso de suficiencia ($929.800 a 2026, según el Observatorio de 

Ingresos), con un primer escalón de 18,3% para 2026 ($636.700). La oferta del Gobierno (4%) 

coincide con un escenario de mera supervivencia, sin avance real. 

•​ 6. Continuidad de la política pública. Entre 2022 y 2026, el salario mínimo subió de 

$350.000 a $539.000 (+54% nominal, ≈25%–28% real) en ocho reajustes graduales, sin la 

disrupción que la narrativa oficial actual sugiere. Aceptar el 4% rompería esa trayectoria. 

•​ 7. Medidas complementarias. El reajuste no agota la agenda. La CUT plantea un paquete de 

medidas en materia de costo de vida, negociación colectiva, apoyo a la PYME, transferencias y 

régimen tributario de beneficios laborales, que el Gobierno se ha negado a discutir. 

•​ 8. La situación de las MiPyMEs en cuanto al salario mínimo: Desmitificando el 

impacto en el empleo y viabilidad del subsidio estatal como motor económico 

Punto de partida: el dilema verdadero 

La narrativa que el Gobierno pretende instalar es que la economía chilena «se ahoga» y que esa 

asfixia se debe, en buena medida, a la política salarial del periodo anterior. Esa lectura confunde el 

síntoma con la causa: la tasa de desocupación de 8,3% (trimestre noviembre 2025–enero 2026) es 

el resultado de factores estructurales —baja inversión, automatización, incremento de la fuerza de 

trabajo por migración, debilidad de la demanda interna— y no de un salario mínimo «excesivo». 

El verdadero dilema no es entre empleo y salarios, sino entre dos modelos de ajuste: el que carga el 

costo del enfriamiento sobre los hogares, o el que lo distribuye entre rentas, productividad e 

impuestos. La CUT ha acudido a la mesa de negociación a defender el segundo modelo, sin cerrarse 

al diálogo, pero sin validar un retroceso histórico de la política salarial. 

1. Desmitificando los efectos del aumento del salario mínimo sobre 

el empleo 

La evidencia técnica de los últimos años, lejos de respaldar la tesis del Gobierno, la matiza con 

fuerza. La conclusión más sólida es que el ciclo de alzas reales del salario mínimo (≈20% real entre 

2022 y 2025) tuvo efectos sobre el empleo formal acotados, focalizados y no concluyentes a nivel 

agregado. Esta sección integra los hallazgos de los principales estudios disponibles —Banco 

Interamericano de Desarrollo (BID), Banco Central de Chile (IPoM), y la literatura internacional 

reciente— para entregar a las y los parlamentarios una lectura honesta del debate. 
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1.1. Lo que dicen los estudios oficiales 

El estudio del Banco Central de Chile (IPoM, septiembre 2025) estima que las alzas salariales del 

último ciclo habrían contribuido a una caída del empleo formal del 1,6% en términos agregados, y a 

una tasa de desempleo ubicada 0,3 puntos porcentuales por encima de su nivel de largo plazo. Sin 

embargo, el propio Instituto Emisor reconoce explícitamente que estos resultados agregados no 

logran aislar el efecto del salario mínimo de otras políticas concurrentes —reducción de la jornada 

legal, recuperación post-pandemia, automatización— y que la estimación no captura el potencial 

efecto de esas reformas sobre la NAIRU (Non-Accelerating Inflation Rate of Unemployment). 

El estudio del Banco Interamericano de Desarrollo (BID, enero 2026), centrado en los reajustes 

2023–2025, entrega los siguientes hallazgos: 

•​ La caída máxima estimada en empleos formales fue apenas del 0,2% al 0,4%. Es decir, más del 

99,6% del empleo formal en Chile no se vio alterado entre mayo de 2023 y marzo de 2025. 

•​ Solo el 3,5% de los trabajadores formales gana exactamente el salario mínimo y un 5,7% 

adicional gana hasta 1,25 veces ese valor. La política no es vinculante para el grueso del sector 

privado: la gran mayoría gana más, y por eso las empresas no frenan sus contrataciones. 

•​ Las encuestas a nivel provincial confirman que la medida no destruyó puestos de trabajo ni 

empujó a las personas hacia el empleo informal o «en negro». 

•​ En las comunas de menores ingresos, el sueldo promedio creció un 5% más rápido que en las 

zonas de altos ingresos (2023–2025), mejorando los bolsillos sin provocar despidos masivos. 

•​ La brecha se acortó: el sueldo mínimo pasó de representar el 35% del salario promedio formal 

en 2013 al 40% en la actualidad. Las empresas lograron absorber este costo. 

•​ Desde 1990, el poder de compra del sueldo mínimo se ha cuadruplicado (creciendo 4,1% anual 

en promedio). La historia chilena demuestra que la economía puede absorber estas alzas 

manteniendo la creación de empleo. 

1.2. Evidencia internacional convergente 

La literatura comparada confirma este cuadro. El análisis de 47 aumentos salariales en distintos 

países muestra que no hay pérdida neta de puestos: los empleos eliminados bajo el nuevo piso son 

compensados exactamente por la creación de nuevos empleos sobre ese nivel (Dube & Lindner, 

2024). Estudios clásicos en Estados Unidos incluso muestran efectos positivos directos en la 

ocupación tras subir el mínimo (Card & Krueger, 1994). Para el caso chileno, Navarro y Tejada 

(2022) muestran que la alta rotación laboral del mercado nacional reduce las dificultades para 

encontrar trabajadores, actuando como un amortiguador natural que permite a las empresas 

absorber el aumento salarial sin afectar el nivel general de ocupación. 

La teoría económica reciente refuerza esta lectura. La elasticidad de la demanda de trabajo respecto 

al salario depende de la cobertura efectiva de la política, de la facilidad de sustitución entre factores 

y de la estructura del mercado de bienes. En Chile, la baja elasticidad de la oferta laboral femenina 

amplifica el poder de mercado de las empresas (monopsonio), lo que reduce la pérdida de eficiencia 

ante alzas (Sánchez, Finot y Villena, 2022). Estudios recientes (Albagli et al., 2025) detectan 

reasignación hacia firmas de menor productividad antes que destrucción neta de empleo. 
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Hay efectos, pero menores, y no se aproximan a la magnitud que la narrativa oficial 

pretende. Sostener una negociación regresiva sobre esa base no resiste el escrutinio 

técnico. 

2. Ingreso de suficiencia: fundamentos para el horizonte y escalón 

propuesto 

Esta sección desarrolla el segundo eje del informe: el del ingreso de suficiencia. La discusión salarial 

debe abandonar el piso de la pobreza por subsistencia y orientarse al concepto de suficiencia, en 

línea con las recomendaciones de la Comisión Asesora Presidencial para la Medición de la Pobreza 

(2025), la metodología 2024 del MIDESO y la Reunión de Expertos sobre Políticas Salariales de la 

OIT (2024). Esto reconoce algo que el sentido común sindical viene denunciando hace años: el costo 

de tener techo es central en la suficiencia del ingreso. 

2.1. Alta carga familiar en los sectores más vulnerables (tasa de dependencia) 

•​ Concentración de la pobreza: casi 2 de cada 3 trabajadores que ganan el salario mínimo 

pertenecen al 50% de menores ingresos del país (deciles I al V). 

•​ Mayor carga económica: en estos deciles, los hogares son más numerosos y hay menos 

personas trabajando por familia. 

•​ Tasa de dependencia: en el segmento más vulnerable (deciles I a V), un trabajador debe 

sostener a tres integrantes del hogar en promedio. A nivel nacional, esta tasa es de 2,3. 

Cualquier discusión de suficiencia debe pensarse en función de un hogar tipo de 2,7 a 3 

personas, y no del supuesto del «trabajador soltero». 

2.2. El salario mínimo no cubre la línea de pobreza familiar 

Los costos de vida base, según el último informe mensual del Ministerio de Desarrollo Social y 

Familia (marzo 2026), son los siguientes: 

Tipo de hogar No arrendatario Arrendatario 

Hogar de 3 personas $536.690 $796.256 

Hogar de 4 personas $656.419 $973.890 

Por persona equivalente $248.736 $369.035 

Líneas de pobreza familiar. Fuente: MIDESO, Informe mensual CBA y líneas de pobreza, marzo 2026. 

La diferencia entre arrendatarios y no arrendatarios no es marginal: para un hogar de tres personas, 

la línea de pobreza sube 48%; para uno de cuatro, 48,4%. Y según el Censo 2024 (INE), el 26,2% de 

los hogares chilenos arrienda su vivienda —18,6% con contrato y 7,6% sin contrato— y otro 13,8% 

paga dividendo (propia pagándose), situación funcionalmente similar a la de un arrendatario en 

términos de gasto mensual. Es decir, alrededor de cuatro de cada diez hogares enfrenta cada mes un 

desembolso mayor por concepto de vivienda, expuesto al alza de la UF, al aumento de los 

dividendos hipotecarios y a la inflación de arriendos. La política salarial no puede seguir 

suponiendo el caso del hogar propietario sin deuda. 

 

 



28 de abril de 2026 

Instituto de Estudios Laborales - CUT  
 

 

Lo que el salario mínimo realmente cubre 

Considerando que un sueldo debe sostener a 3 personas (hogar promedio de los deciles donde se 

concentra el SM), el salario mínimo bruto vigente ($539.000) cubre apenas la línea de pobreza 

familiar de un hogar no arrendatario de 3 personas. Para el mismo hogar arrendando vivienda, la 

línea de la pobreza está apenas por debajo de los $800.000, muy lejos del salario mínimo actual. 

Para precisar el cuadro: el SM alcanzó por primera vez la línea de pobreza familiar de 3 personas no 

arrendatarias en términos brutos, y también líquidos en el caso de trabajadoras y trabajadores que 

perciben gratificación legal. Pero para quienes no perciben gratificaciones, el salario mínimo líquido 

($438.207) está $98.483 por debajo de esa línea, y muy lejos de las líneas familiares con costo de 

arriendo. La tabla siguiente presenta las brechas con precisión: 

Umbral Monto vs SM líquido s/ 

grat. 

Brecha 

Salario mínimo bruto $539.000 — — 

Salario mínimo líquido sin 

gratificaciones 

$438.207 — — 

LP no arrendatario, 3 personas $536.690 $438.207 −$98.483 

LP no arrendatario, 4 personas $656.419 $438.207 −$218.212 

LP arrendatario, 3 personas $796.256 $438.207 −$358.049 

LP arrendatario, 4 personas $973.890 $438.207 −$535.683 

SM líquido estimado a partir de los descuentos legales sobre el SM bruto vigente. Líneas de pobreza: MIDESO marzo 

2026. 

La conclusión es nítida: aun en el caso más favorable —hogar no arrendatario de tres personas— el 

salario mínimo líquido sólo cubre la línea de pobreza familiar cuando hay pago de gratificaciones. 

Para una familia arrendataria de tres integrantes, la brecha supera los $257.256 cuando se perciben 

gratificaciones, y llega a $358.049 cuando no se perciben. Estas brechas se acumulan mes a mes y 

empujan a las familias hacia el endeudamiento. 

2.3. Ingresos insuficientes y la trampa del endeudamiento 

•​ Déficit mensual crítico: según datos del INE (2022), un hogar del 20% más pobre tiene 

gastos que promedian los $901.162 ($1.120.144 actualizados a 2026), pero sus ingresos son de 

apenas $462.503 ($574.891 actualizados a 2026). 

•​ Alerta de endeudamiento: los ingresos solo cubren el 51% de los gastos totales del hogar en 

el quintil más pobre, forzando a estas familias a endeudarse mensualmente para subsistir. 

•​ Macroeconomía del endeudamiento de los hogares: la deuda total de los hogares pasó 

de 39,3% del PIB (2013) a 47,3% (primer trimestre 2025), y casi el 55% de los hogares reporta 

gastos mensuales mayores que sus ingresos disponibles (IX EPF, INE). El bajo salario es la 

causa, no el efecto, de la fragilidad financiera de las familias trabajadoras. 
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2.4. El criterio de la CUT: enfocarse en los gastos esenciales 

Las familias trabajadoras gastan su presupuesto casi exclusivamente en tres dimensiones vitales: 

alimentos y bebidas, vivienda y servicios básicos (arriendo, agua, luz, gas) y transporte. El resto de 

las diez categorías de gasto no supera el 8% del presupuesto. Cualquier política salarial seria debe 

leerse a la luz de esta realidad y de las presiones específicas que hoy enfrentan estas categorías: alza 

de la UF presionando arriendos, dividendos y colegiaturas; retiro del MEPCO con efecto en cadena 

sobre transporte y alimentos (tomate +17,8% en marzo); proyecciones de inflación al alza hacia 

diciembre 2026. 

Considerando los resultados de la IX Encuesta de Presupuestos Familiares (EPF), en 2025 el 

Observatorio de Ingresos y Costo de Vida de los Trabajadores —instancia técnica tripartita con 

participación de representantes del Gobierno, los empleadores y los trabajadores— calculó que el 

monto de suficiencia es $748.295 a precios de 2022, lo que ajustado por IPC equivale a $929.751 a 

2026. Este es el horizonte técnico hacia el cual debe converger la política salarial. 

2.5. Salarios reales, brechas territoriales y de género 

La fotografía de la Encuesta Suplementaria de Ingresos 2024 (INE, microdatos procesados por 

Fundación SOL) confirma el atraso salarial estructural y entrega elementos clave para el debate 

parlamentario: 

•​ Mediana líquida nacional: $611.162. El 50% de los trabajadores gana menos que esa cifra; 

dos de cada tres gana menos de $840.000; solo 25,1% supera el millón líquido. 

•​ Brecha de género: el 72% de las trabajadoras gana menos de $840.000 líquidos; la mediana 

femenina ($555.362) es 20,5% inferior a la masculina ($698.255), sin controles. 

•​ Heterogeneidad territorial: en 8 regiones (Coquimbo, O'Higgins, Maule, Araucanía, Los 

Lagos, Los Ríos, Arica y Parinacota, Ñuble) el 70% de los ocupados gana menos de $800.000. 

En 17 de las 32 grandes ciudades informadas, la mediana no supera los $600.000. 

•​ Capacidad familiar: el 65,9% de las personas ocupadas que viven en hogares arrendatarios de 

3 integrantes y el 74,9% de quienes viven en hogares arrendatarios de 4 integrantes no podrían, 

con su solo ingreso, sacar a su familia de la pobreza. La carga sobre el segundo proveedor del 

hogar es estructural. 

3. Calibración de la propuesta y escenarios de reajuste 

Esta sección entrega los escenarios técnicos que estructuran la propuesta de la CUT. La elaboración 

considera tres criterios de calibración complementarios. 

3.1. Tres criterios para calibrar la cifra 

•​ Continuidad con el ciclo 2022–2026. El gobierno saliente llevó el salario mínimo desde 

$350.000 (enero 2022, vigente al asumir) hasta $539.000 (enero 2026): un alza nominal de  
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54% y real cercana al 25%–28% en cuatro años, distribuida en ocho reajustes graduales. La 

propuesta para 2026 debe enmarcarse en esa misma lógica de avance progresivo. 

•​ Cobertura del costo de vida actual. El IPC proyectado del año está en 4.0%, pero el 

escenario macroeconómico no es benigno por las presiones específicas ya señaladas. Un reajuste 

que solo iguale el IPC del año implica una pérdida real frente a estos shocks específicos. 

•​ Hito de dignidad familiar. Lo razonable es fijar como meta de mediano plazo que el SM 

líquido cubra la línea de pobreza familiar de 3 personas arrendatarias, y como meta de corto 

plazo cerrar la brecha de cien mil pesos que hoy existe en términos líquidos con las familias no 

arrendatarias sin gratificaciones. Esto no es maximalismo: es honrar el sentido elemental de la 

palabra «mínimo». 

3.2. Propuesta 

Escenario SM bruto Reajuste Justificación 

Reajuste por IPC 

futuro proyectado 

(4%) — Oferta del 

Gobierno 

$560.560 +4,0% Conserva poder adquisitivo respecto del IPC 

proyectado, pero NO contiene avance real. 

Quiebra la lógica de progresividad del ciclo 

2022–2025. 

Escalonado para 

alcanzar el salario 

vital en 4 años. 

Propuesta CUT 

$636.700 +18,3% Aumento de $97.700 anuales, trayectoria que 

llega al salario vital proyectado ($929.800) en 

cuatro años. 

Reajustes calculados sobre base $539.000. 

La propuesta concreta de la CUT, presentada en la mesa con el Gobierno y formalmente entregada 

en este informe, gravita en torno al escenario escalonado para alcanzar el salario vital en cuatro 

años: un reajuste de 18,3% en el primer año que decrece en el tiempo y que sitúa el salario mínimo 

en $636.700, abriendo una trayectoria coherente hacia la suficiencia. 

Es importante subrayar que esta no es una pretensión desmesurada. Durante el periodo 

2022–2025, el reajuste de julio de 2024 (de $460.000 a $500.000) significó un alza nominal de 

8,7% en una sola operación, sin las catástrofes que la narrativa oficial actual pronostica. La 

discusión, entonces, no es si una cifra del orden del 13–25% es procesable; es si el país está 

dispuesto a sostener la trayectoria de avance gradual que ya conoce. 

La oferta del Ejecutivo (4%) coincide casi exactamente con el escenario de cobertura de IPC futuro 

proyectado: mantiene poder adquisitivo, pero no contiene avance real alguno. Aceptarla significaría 

romper la lógica de progresividad que ha definido la política salarial chilena durante las últimas tres 

décadas. 
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3.3. Trayectoria histórica del salario mínimo, 2022–2026 

Para situar la magnitud de lo que se discute, conviene tener presente la trayectoria del salario 

mínimo durante el periodo reciente. Los reajustes fueron sistemáticos pero graduales, distribuidos 

en ocho operaciones, y nunca generaron la disrupción que la narrativa oficial actual sugiere. 

Fecha SM (CLP) Reajuste nominal Variación real 

Enero 2022 (al asumir) $350.000 — — 

Mayo 2022 $380.000 +8,6% +3,6% 

Agosto 2022 $400.000 +5,3% +2,9% 

Mayo 2023 $440.000 +7,3% +5,2% 

Septiembre 2023 $460.000 +4,5% +4,1% 

Julio 2024 $500.000 +8,7% +4,0% 

Mayo 2025 $529.000 +3,6% +2,1% 

Enero 2026 (vigente) $539.000 +1,9% ≈ 0% 

Fuentes: leyes de reajuste vigentes en el periodo. Variación nominal acumulada 2022–2026: 54%. 

4. Medidas complementarias indispensables 

La política salarial no agota la agenda de los trabajadores. La CUT ha propuesto al Ejecutivo un 

conjunto de medidas complementarias que el Gobierno se ha negado a discutir en la mesa. Las y los 

parlamentarios pueden recoger estas iniciativas en el debate legislativo: 

•​ Reactivación operativa del Observatorio de Ingresos y Costo de Vida y constitución del Consejo 

Superior Laboral, ambos mandatados por ley y aún no no operativos. Esa institucionalidad es la 

condición para que la discusión salarial tenga base técnica común y deje de depender del clima 

político de cada año. 

•​ Reajustabilidad por IPC como piso mínimo en negociación colectiva (proyecto de ley). Esta 

medida fortalece la negociación colectiva, instrumento que el Ejecutivo ha buscado eludir. 

•​ Alivio al bolsillo familiar: eliminación del IVA a medicamentos —medida con impacto inmediato 

sobre el gasto en salud de los hogares— y reactivación del Bolsillo Familiar Electrónico para 

invierno 2026, con evaluación para incorporación permanente desde 2027. 

•​ Apoyo PYME: subsidio directo a cotizaciones, fortalecimiento del pago a 30 días, acceso a 

crédito con aval del Estado, restitución de la franquicia tributaria SENCE para formación y 

capacitación. 

•​ Reajuste del Subsidio Único Familiar y de la Asignación Familiar (5% y ajuste de tramos para 

incluir más beneficiarios; mantención del monto de AF al transitar a empleo formal durante dos 

años); bono a jefas de hogar, cuidadoras y personas con invalidez. 

•​ Que la gratificación legal no sea imponible ni tributable —medida de impacto inmediato sobre el 

salario líquido, con foco en clase media— y eliminación del descuento por seguro de cesantía 

sobre la indemnización por años de servicio. 
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•​ Ratificación de los convenios 102 (seguridad social) y 149 (personal de enfermería) de la OIT; 

reposición del proyecto de ley de negociación ramal. 

5. La situación de las MiPyMEs en cuanto al salario mínimo 

5.1. Contexto: Hacia un nuevo pacto de suficiencia y formalidad 

La narrativa tradicional que opone el reajuste salarial a la estabilidad de las micro, pequeñas y 

medianas empresas (MiPyMEs) no es válida. El éxito de los ciclos de alzas recientes demuestra que 

la economía puede absorber incrementos si se implementan mecanismos de acompañamiento 

inteligentes. El desafío actual consiste en asegurar un ingreso digno para los trabajadores sin 

generar distorsiones en la gestión de las empresas de menor tamaño, evitando que el costo de la 

política social recaiga exclusivamente en el pequeño empresario. 

5.2. Rediseño de subsidios: De la transferencia a la gran empresa al apoyo a 

las MiPymes 

Existe una crítica compartida entre el mundo de las MiPymes y el Trabajo respecto a la ineficiencia 

de instrumentos como el Crédito Tributario por Empleo Vulnerable que propone el gobierno, que 

destina recursos significativos a grandes empresas sin problemas de liquidez. Se debe apuntar a un 

redireccionamiento estratégico de estos recursos:  

●​ Optimización del gasto fiscal: En lugar de subsidios regresivos, se propone utilizar el 

espacio fiscal, respaldado por una deuda pública controlada, para fortalecer directamente el 

poder adquisitivo de los hogares y la viabilidad de las MiPyMEs. 

●​ Mecanismos de apoyo directo: Se debiera tender a la transición hacia instrumentos que 

no "vicién" la planilla de la empresa. Una alternativa es fortalecer el apoyo directo al 

trabajador (vía billetera electrónica o subsidios al ingreso, materias que fueron negadas a 

hablar en la negociación) para compensar el alza en el costo de la vida, asegurando que el 

beneficio llegue íntegramente al bolsillo del trabajador y no se diluya en estructuras 

administrativas. 

5.3. El motor de la productividad y la demanda interna 

El aumento del salario mínimo en términos reales está intrínsecamente ligada a la capacidad de las 

MiPyMEs de ser más productivas, para ello en el marco de una política salarial integral se debe 

promover una política de aumento salarial progresiva que considere algunos puntos claves tales 

como:  

1.​ Impulso a la Demanda Local: Al mejorar los ingresos de los quintiles más bajos, se 

inyecta liquidez inmediata al consumo en barrios y comercio local, dinamizando 

directamente a la pequeña empresa. 
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2.​ Incentivo a la Contratación Formal: Ampliar los subsidios a la contratación (como el 

SUE) para todo nuevo trabajador formal, sin restricciones etarias tan rígidas, fomentando la 

entrada al mercado laboral de calidad. 

3.​ Certificación y Calificación: Implementar programas intensivos de certificación de 

competencias para trabajadores de baja calificación. Esto permite que el alza del salario 

mínimo sea acompañada por un incremento real en la productividad laboral, beneficiando la 

competitividad de la MiPyME a largo plazo. 

5.4. Posición para el debate legislativo: Alianza por la Dignidad y el Empleo 

La posición de consenso para el debate parlamentario en cuanto a la situación de las MiPymes y el 

aumento del salario mínimo se fundamenta en tres pilares: 

●​ Rechazo a la subvención de la precariedad: Exigir que los recursos hoy destinados a 

grandes empresas mediante créditos tributarios se reasignen a la protección del salario real y 

al fortalecimiento técnico de las MiPyMEs. 

●​ Sostenibilidad del reajuste: Proponer que el Estado actúe como garante de la transición 

salarial, utilizando herramientas que protejan el flujo de caja de las empresas de menor 

tamaño mientras se avanza hacia la suficiencia salarial (ajustes por IPC y bonificaciones 

directas en contextos de emergencia inflacionaria). 

●​ Apuesta por el desarrollo inclusivo: Reafirmar que la protección de la MiPyME no 

debe ser una excusa para el estancamiento de los ingresos, sino el vehículo para construir 

una matriz económica donde el trabajo digno y la viabilidad del pequeño negocio sean 

objetivos complementarios. 
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Cierre: el argumento de fondo y el rol del Congreso 

El Gobierno pide moderación a los trabajadores en nombre de una crisis que él mismo está 

profundizando con decisiones unilaterales: rebaja tributaria a las grandes empresas, retiro del 

MEPCO con su efecto inflacionario en cadena, reducción de la capacidad fiscal y presupuestaria del 

Estado. La CUT no rechaza el diagnóstico de un país con menor crecimiento y más incertidumbre. 

Lo que rechaza es que el costo del ajuste se cargue sobre los salarios más bajos. 

La fotografía es nítida: la mitad de quienes trabajan en Chile gana menos de $612 mil líquidos. Dos 

tercios de las personas ocupadas que viven en hogares arrendatarios de tres integrantes no logran, 

con su solo sueldo, sacar a su familia de la pobreza. El endeudamiento de los hogares ha trepado al 

47,3% del PIB precisamente porque los ingresos no cubren el costo de vida y la deuda opera como 

puente entre lo que se gana y lo que cuesta vivir.  

La pretensión que la CUT trae al Parlamento no es maximalista ni rupturista. Es la continuación de 

una política que el país conoce, que el sistema económico absorbió sin las catástrofes anunciadas, y 

que comienza a cumplir su función elemental: que el sueldo mínimo se vincule a la línea de pobreza 

familiar. 

Las y los parlamentarios tienen ante sí una decisión que no es solo aritmética. Aprobar un reajuste 

del 4%, como propone el Ejecutivo, significa quebrar una trayectoria de tres décadas de avance 

progresivo del salario mínimo en Chile, y particularmente durante los últimos 4 años. Sostener un 

reajuste consistente con la lógica de suficiencia significa reafirmar que la política pública chilena 

reconoce el trabajo como vía de inclusión y dignidad. 
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